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el legislador y en las condiciones médicas adecuadas para la salvaguardia del de-
recho a la vida y a la salud de la mujer».

El articulo 417 bis del Cédigo Penal declara expresamente no punible la
prictica del aborto en los supuestos de «grave peligto para la vida o la salud
fisica o psiquica de la embarazada», «delito de violacién» y «presuncién de que
el feto habrd de nacer con graves taras fisicas o psiquicas»; determina las com-
probaciones previas que han de constar, exige el consentimiento expreso de la
mujer embarazada y la realizacién del aborto por el Médico o bajo su direccién
en centros o establecimientos piblicos o privados acreditados.

Fl presente Real Decreto viene a precisar y facilitar el estricto, cumplimiento
de los requisitos legales y sanitarios exigibles en los casos y circunstancias a que
se refiere la citada Ley, as{ como la correspondiente adecuacién de la estructura
asistencial y sanitaria, habida cuenta de la experiencia acumulada desde la pu-
blicacién de la Orden de 31 de julio de 1985, siguiendo las orientaciones de la
Otganizacién Mundial de la Salud y organizaciones profesionales de cardcter inter-
naciohal, v la entrada en vigor de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de

(«BOE», nim. 261, de 31 de octubre .de 1986). Canje de Notas celebrado en
Madrid el dia 1 de diciembre de 1984, constitutivo de Acuerds entre Espafia
y los Estados Unidos Mejicanos para desarrollar el Convenio Hispano-Mejicano
de Extradicién de 1978 («BOE», ndm. 267,-de 7 de noviembre de 1986). RD 2.374/
1986, de 7 de noviembre, sobre inversiones. espafiolas en el extetior («BOE»,
nim. 271, de 12 de noviembre de 1986). RD 2424/1986, de 10 de octubre.
rélativo a la aplicacién del Convenio sobre la concesién de Patentes Europeas
hecho en Munich el 5 de octubre de 1973 («BOE»; nim. 283, de 26 de noviem-
bre de 1986). RD 2.568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el
Reglamento de- Organizacién, Funcicnamiento-y Régimen Juridico de las Enti-
dades Locales («BOE», niim. 305, de 22 de diciembre de 1986). Convenic hecho
en Londres el 19 de noviembre de 1976, scbre limitacién de responsabiidad
nacida de reclamaciones de Derecho maritimo, Instrumento de Ratificacién de
22 de octubre de 1981 («BOE», nim. 310, de 27 de diciembre de 1986). Ley
25/1986, de-24 de diciembre, de Supresién’ de las Tasas Judiciales («BOE», nd-
mero 313, de 31 de diciembre de 1986). RD 2.641/1986, de 30 de diciembre,
por el que se aprueba el Reglamento del Seguro' de Responsabilidad Civil derivada
del Uso y Circulacién de Vehiculos de Motor, de suscripcién -obligatoria («BOEs»,
nim, 313, de 31 de diciembre de 1986).” b) Préyectos: De Ley de Propiedad
Intelectual («BOC» de 1 febrero 1986, Serie: A, nim. 184-1). De Ley por el
que se crea la Fiscalia Especial para la Represién del ‘Trifico Ilegal de Drogas
(«<BOC» de 1 febrero 1986, Serie A, nim. 187-1). De Ley: Orgénica de la Com-
petencia v Organizacién de la Jurisdiccién ‘Militar «BOC» de 17 octubre 1986,
Serie A, nim. 11-I). De Convencién sobre la Proteccién Fisica de ‘los Materiales
Nucleares, hecha en Viena y Nueva York el dia 3 de marzo de 1980, y reserva
a la misma («BOC» de 13 octubre 1986, Serie 'C, mim. 16-I). De Canjé de
Notas Hispano-Alemdn ampliando el alcance delConvenio Europeo ndmero 24,
de extradicién, de 13 de diciembre de 1957, 'de fechas' 11 de marzo de 1986 la
Nota alémana y dé 14 dé marzo de 1986 la Nota espafiola, firmadas en Bonn
(«BOC» de 21 octiubre 1986, Serie ‘C, niim. 34-I).° De’ Ley ‘Orgdnicas d¢ Con-
flictos Jurisdiccionales («BOC» ‘de 10 octubre 1986, Serie A, ndm. 10-I). Pro-
posicién de Ley, presentada por el Grupo Parlamentario- de -Coalicién Popular;
por la que se limitan, controlan y unifican las sanciones* administrativas (¥ BOCy»
de 30 septiembreé 1986, Serie B, ndm. 21-I). Proposiciéni de Ley, presentada por
el Grupo Parlamentario- de Coalicién Popular, modificativa de la legislacién
penal y penitenciaria, para la introduccién ‘de’la circunstancia de multirreinci-
dencia («BOC» de 30 septiembre 1986, -Serie B, niim. 20-1). Ptoposicién” de Ley;
presentada por el Grupo Parlamentario de Minorfa Catalana, de Reforma parcial
del Cédigo penal en relacién al delito de incendio {«BOC» de 25 octubre 1986,
Serie B, mim. 26-1).
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Sanidad, de acuerdo con lo previsto en sus articulos 29.2;, 40.7 y disposicién final
Cuarta.

Como es 16gico, los referidos requisitos o exigencias no son de aplicacién en
los supuestos de exencién de responsabilidad, ni en la legitima atencién o inter-
vencién .médica o quirdrgica.

En su virtud, previo informe favorable del Ministerio de Justicia y a pro-
puesta del Ministto de Sanidad y Consumo, de acuerdo, con el Consejo de Estado
y previa deliberacién del Consejo de Ministros, en su reunién del dia 21 de no-
viembre de 1986. '

DISPONGO

L. De los centros acreditados para la prictica legal de la interrupcion
voluntaria del embarazo

Articulo 1° A los efectos de lo dispuesto en el érticulq 417 'bis del Cédigo
Penal podrin ser acreditados:

1. Para la realizacién de abortos que no impliquen alto riesgo para la mujer
embarazada y no supereri doce semanas de’ gestacidn, los centros o establecimien-
tos sanitarios privados que cuenten al menos con los siguientes medios personales
y materiales; '

1.1. Un Médico especialista én Ob_steitricia Y‘Gihecolo‘gia y_personal de en-
fermeria, Auxiliar sanitario y Asistente social.

1.2. Los locales, instalaciones y material sanitario adecuado.

1.2.1. El lugar donde esté ubicado reunird las condiciones de’ habitabilidad
e higniene requeridas para cualquier centro ‘sanitario.

122. El centro o establecimiento sanitario dispondrd como minimo de un
espacio fisico que incluya:

— Un espacio de recepcidn,

— Un despacho para informacién y asesoramiento.

— Una sala adecuada para la realizacién de la prictica - abottiva.

— Una sala para el descanso y recuperacién tras la misma.

1.2.3. Se-contard al menos con-el siguiente utillaje "bdsico, ademds del
propio- de- una’ consulta de medicina de base:

- — Material necesario para realizar exploraciones ginecoldgicas.
—— Material necesario para realizar la prictica abortiva.
— Material informativo y didéctico.

1.3. Las prestaciones correspondientes de andlisis clinicos, anestesia y reani-
macién. También contardn con depésitos de plasma o expansores de plasma.

1:4. -Un centro hospitalaric de refetencia para derivacién de aquellos casos’
que lo requieran.
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2. Para la realizacién de abortos en embarazos con alto riesgo para la em-
barazada o con mds de doce semanas de gestacién, los centros o establecimientos
sanitarios privados que cuenten al menos con los siguientes medios personales
y materiales.

2.1. Las unidades de Obstetricia y Ginecologia, laboratorio de anilisis, anes-
tesia y reanimacién y banco o depésito de sangte correspondientes.

22. Las unidades o instalaciones de enfermerfa y hospitalizacién correspon-
dientes.

Art. 2° 1. Los centros o establecimientos pdblicos que cumplan los requi-
sitos contenidos en el articulo anterior quedardn acreditados automiticamente
para la prictica del aborto.

Las autoridades sanitarias publicardn periédicamente relaciones de los centros
o establecimientos pudblicos acreditados para la prictica del aborto.

2. De conformidad con las competencias que corresponden a las. Comunida-
des Autbénomas, la autoridad sanitaria responsable acreditard cada uno de los
centros o establecimientos sanitarios privados que, cumpliendo los requisitos de-
terminados en el articulo 1° de esta disposicién, lo hayan solicitado previamente.

Art. 3° 1. Todos los centros y servicios acreditados se someterdn a la ins-
peccién y control de las Administraciones sanitarias competentes, en aplicacién
de lo dispuesto en los articulos 30 y 31 de la Ley General de Sanidad.

2. Lla acreditacién quedari condicionada al mantenimiento de los requisitos
minimos y al efectivo cumplimiento de las condiciones médicas adecuadas para
la salvaguarda de la vida y salud de la mujer.

Art. 4° 1. Con independencia de las notificaciones que procedan conforme
a la Orden de 16 de junio de 1986, en los centros o establecimientos piiblicos
o privados acreditados se conservari la historia clinica y los dictdmenes, infor-
mes y documentos que hayan sido precisos para la prictica legal del aborto, asi
como el relativo al consentimiento expreso de la mujer embarazada. En los
casos de urgencia por riesgo vital para la gestante podri prescindirse del dic
tamen y del consentimiento expreso, conforme a lo previsto en la Ley Orgi-
nica 9/1985, de 5 de julio.

2. Se mantendri la confidencialidad de esta informacién conforme al ar-
ticulo 10.3 de la Ley General de Sanidad.

Art. 5° En el dmbito de cada Comunidad Auténoma, la autoridad sanitaria
velard por la disponibilidad de los servicios necesatios incluyendo las técnicas
diagndsticas urgentes para posibilitar la préctica del aborto en los plazos legal-
mente establecidos.

II. De la emisién de los dictimenes preceptivos

Art. 6° 1. En el supuesto de que el aborto se practique para evitar un
grave peligro para la vida o la salud ffsica o psiquica de la embarazada, se
consideran acreditados para emitir el dictamen los Médicos de la especialidad
correspondiente,
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2. En el caso de que €l aborto se practique por presumitse que el feto habrd
de nacer con graves taras fisicas o psiquicas, el dictamen habrd de ser emitido
por dos Médicos especialistas de un centre o establecimiento sanitario piblico
o privado acreditado al efecto. Esta acreditacién por el Srgano competente de
las Comunidades Auténomas se entiende especifica e independiente de la acredi-
tacién para la prictica del aborto. Esta acreditacién especifica se concederd a los
centros publicos o privados que cuenten, segiin las pruebas diagnésticas com-
plementarias que en cada caso se requieran, con los siguientes medios o métodos
de diagnéstico:

2.1. Técnicas de ecografia o similares para el diagndstico de las malforma-
ciones fetales.

2.2. Técnicas bioquimicas apropiadas para el diagndstico de enfermedades
metabdlicas.

2.3. Técnicas de citogenética para el diagnéstico de alteraciones cromosémicas.
2.4. Técnicas analiticas precisas para el diagnéstico de malformaciones de
origen infeccioso.

3. En todos los casos 4 que se refieren los apartados 1 y 2 de este articulo,
el diagnéstico serd de presuncién de riesgo y estimado en criterios de probabilidad.

II1. De la informacion

Art. 7° Las Comunidades Auténomas, en aplicacién del articulo 409 de
la Ley General de Sanidad dardn conocimiento a la Administracién Sanitaria
Ceniral de los centros acreditados conforme a los articulos 2° y 6° del presente
Real Decreto.

Art. 8° En el 4mbito de cada Comunidad Auténoma, la autoridad sanitaria
competente garantizard que en sus dependencias piblicas y centros sanitarios esté
disponible y actualizada una relacién de centros o establecimientos publicos o
privados acreditados para la prictica legal del aborto.

Art. 92 Los profesionales sanitarios habrin de informar a las solicitantes so-
bre las consecuencias médicas, psicolégicas y sociales de la prosecucién del em-
barazo o de la interrupcién del mismo, de la existencia de medidas de asistencia
social y de orientacién familiar que puedan ayudarle. Informarin asimismo de
las exigencias o requisitos que, en su caso son exigibles, asi como la fecha y el
centro o establecimiento en que pueden practicarse.

La no realizacién de la prictica del aborto habrd de ser comunicada a la
interesada con cardcter inmediato al objeto de que pueda con el tiempo sufi-
ciente acudit a otro Facultativo.

En todo caso se garantizard a la interesada el secreto de la consulta.

DISPOSICION DEROGATORIA

Queda derogada la Orden de 31 de julio de 1985 sobre la prictica del aborto
en centros o establecimientos sanitarios y, en lo que se oponga a lo dispuesto
en este Real Decreto, la Orden de 16 de junio de 1986 sobre estadistica e in-
formacién epidemiolégica de las interrupciones voluntarias del embarazo reali-
zadas conforme a la Ley Orgdnica 9/1985; de 5 de julio.
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DISPOSICIONES FINALES

Primera—Se potenciard el funcionamiento de los medios de asistencia social,
la orientacién familiar y la colaboracién con aquellos Médicos especialistas ‘que
puedan verificar las orientaciones, informaciones y dictdmenes precisos en cada
caso.

Segunda—El presente-Real Decreto entrari en vigor al dia siguiente al de
su publicacién en el «Boletin Oficial del Estado».

.Dado en Madrid—a 21 de poviembreide 1986.

REAL DECRETO 2.715/1986, de 12 de diciembre, de dotacién de
medios econdmicos a los municipios para mantenimiento -del
Servicio de Depdsito de. Detenidos a Disposicién Judicial («BOE»,
nim. 5, de 6 de enero de 1987).

Los municipios espafioles cabeza de partido judicial carentes-de establecimien-
tos penitenciarios vienen desempefiando una labor de colaboracién con la Admi-
nistracién penitenciaria mediante la custodia de detenidos a disposicién judicial
en los correspondientes depésitos municipales, por la que son econémicamente
compensados a través de los,denominados socorros de estancias.

Salvo lo dxspuesto en el articulo 378 del vigente Reglamento Pen1tenc1ar10
aprobado “por’ ‘Real” Decreto 1.201/1981, de 8 de mayo, respecto al ‘sistema de
rendicién de cuentas por gastos de alimentacién originados en los dep051t0s por
detenidos, presos y sentenciados, carece la legislacién sectorial correspondiente
de una regulacién especifica sobre dotacién de medios econdmicos a’los mismos:
A llenar este vacio se dirige la presente ‘norma, con lo. que, por otra parte,
se da satisfaccién a la previsién que al efecto se contiene en -la disposicién
final quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen
Local.

En su virtud, previo informe de la Comisién Nacional de Administracién
Local, de acuerdo con el Consejo de Estado, a propuesta del Ministro de Justicia,
previa deliberacién del Consejo de Ministros, en su reunién del dfa 12 de di-
ciembre de 1986,

DISPONGO

Artlculo 1° Cotresponde a todos los municipios espafioles cabeza de parti-
do ]ud1c1a1 en que no exista establecimiento penitenciario alguno, la ejecucién,
en régimen de competencig delegada, del Servicio de Depésito de Detenidos a
Disposicién Judicial, y su custodia, en funciones de Policia Judicial, a la Policia
Municipal, de conformidad con lo dispuesto en la disposicién final quinta de
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.

Art. 2° 1. El articulo 378-del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real
Decreto 1.201/1981, de 8 de mayo, queda redactado asi:

«La Administracién competente en materia penitenciaria pondré a disposi:
cién de los municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento
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penitenciario alguno, una cantidad por detenido y dia en concepto de gastos de
alimentacién, de estancia y de mantenimiento del servicio de depésito de de-
tenidos, presos preventivos y penados a disposicién judicial.

Los Ayuntamientos rendirdn cuenta trimestral al Ministerio de Justicia o, en
su caso, al érgano correspondiente de la Comunidad Auténoma a través de los
centros penitenciarios ubicados en la capital de la provincia, mediante certifi-
cacién acreditativa del ntmero de detenidos o presos por dia, con expresién de
sus circunstancias personales, expedida por el Secretario de la Corporacién o por
el Encargado del Depésito, con el visto bueno del Alcalde, a la que se acompafiard
necesariamente copia certificada de las érdenes de detencién, prisién, traslado o
libertad dictadas por las Autoridades judiciales.»

2. La seccién tercera, del capitulo III, del titulo IX, del Reglamento Pe-
nitenciario que, en lo sucesivo, comprenderd tnicamente el articulo 378, tendrd
como epigrafe «De la alimentacién y demés gastos de estancia de detenidos,
presos y penados en los depdsitos municipales y de su mantenimiento».

3. Se crea, en el mismo capitulo, una seccién cuarta que, bajo el epigrafe
«De la alimentacién y demids gastos de estancia en centros hospitalarios no peni-
tenciarios» comprenderd el articulo 379 con su actual redaccidn.

Art. 3° En el 4mbito de Ja Administracién del Estado corresponde al Mi-
nistro de Justicia la determinacién de la cantidad a que se refiere el pérrafo
primero del articulo 378 del Reglamento Penitenciario.

DISPOSICION FINAL

Se faculta al Ministro de Justicia para adoptar cuantas medidas exija la eje-
cucién de lo dispuesto en el presente Real Decreto que entrard en vigor el dia
siguiente al de su publicacién en el «Boletin Oficial del Estado» aunque serd
aplicable a las detenciones producidas desde 1 de julio de 1986.

Dado en Madrid a 12 de diciembre de 1986.






